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Al margen superior izquierdo un escudo del estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. LA TIERRA 

VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE 

NOS UNE.- GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE 

Y SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 

facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 

aprobó al tenor de lo siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, presentaron a consideración del 

Pleno, el dictamen con proyecto de decreto POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS, en los siguientes términos: 

 “I.- ANTECEDENTES. 

1. En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI Legislatura, que tuvo verificativo el día 12 de febrero de 2026, la 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE MORELOS, MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA 

CALDERÓN, presentó la iniciativa citada en el epígrafe del presente dictamen.   

2. En consecuencia, de lo anterior, el Diputado Isaac Pimentel Mejía, presidente de la Mesa Directiva de la LVI 

Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, ordenó el turno respectivo a la Diputada Martha Melissa Montes de 

Oca Montoya, presidenta de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, por medio del oficio número 

SSLyP/DPyTL/AÑO2/P.O.2/1443/26, para su análisis y dictamen correspondiente.  

3. En reunión ordinaria de esta Comisión Legislativa llevada a cabo el día diecinueve de marzo de 2026 y 

existiendo el quórum legal establecido en la normatividad interna del Congreso del Estado, las diputadas y diputados 

integrantes de la misma, después de analizar y discutir la iniciativa de mérito y realizar la valoración respectiva 

aprobamos el dictamen en SENTIDO POSITIVO.  

II.- MATERIA DE LA INICIATIVA 

La iniciativa presentada por la Gobernadora Constitucional del Estado Libre y Soberano de Morelos, la C. 

Margarita González Saravia Calderón, pretende adecuar el marco jurídico penal a las nuevas dinámicas delictivas 

vinculadas con la delincuencia organizada. 

III.- CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa presentada por la Gobernadora Constitucional del Estado Libre y Soberano de Morelos, Margarita 

González Saravia Calderón, se fundamenta en la siguiente exposición de motivos: 

“La presente iniciativa de reforma al Código Penal para el Estado de Morelos responde a la imperiosa 

necesidad de adecuar el marco jurídico penal a las nuevas dinámicas delictivas que se han consolidado en los 

últimos años, particularmente aquellas vinculadas con la delincuencia organizada y con esquemas de criminalidad 

que, si bien no siempre se manifiestan mediante conductas violentas directas, generan un impacto profundo en la 

seguridad pública, el patrimonio de las personas y el Estado de Derecho. 

Por lo cual, la evolución de los fenómenos criminales ha evidenciado que las estructuras delictivas 

contemporáneas han diversificado sus métodos de operación, privilegiando mecanismos de intimidación, presión 

psicológica, ocultamiento patrimonial, simulación de legalidad y obstrucción institucional, lo cual ha rebasado los tipos 

penales tradicionales y ha generado espacios de impunidad derivados de vacíos normativos, ambigüedades 

legislativas y dificultades operativas en la investigación y persecución de los delitos. 

En este contexto, el Estado tiene la obligación constitucional de garantizar la seguridad jurídica, la protección 

efectiva de los derechos de las víctimas y la capacidad real de las instituciones para prevenir, investigar y sancionar 

las conductas que atentan contra el orden público. Por lo cual, la presente iniciativa se orienta precisamente a 

fortalecer dichas capacidades, mediante la tipificación y precisión de conductas que actualmente se presentan de 

forma recurrente en la realidad delictiva del Estado, pero que no cuentan con una regulación adecuada o 

suficientemente clara, hasta antes de la emisión del presente Decreto. 

Por tanto, uno de los ejes centrales del presente Decreto es la actualización del delito de amenazas, a fin de 

atender una modalidad delictiva que ha incrementado de manera significativa su incidencia en el estado de Morelos; 

la cual consta de la utilización de documentos físicos o digitales que contienen amenazas explícitas o implícitas, 

dirigidas a personas identificables, con la finalidad de obtener un lucro, beneficio o aprovechamiento indebido. 

Cabe precisar, que en la práctica, esta forma de intimidación se ha convertido en una herramienta recurrente 

de la delincuencia organizada y de grupos delictivos que, sin necesidad de ejercer violencia física inmediata, logran 

someter a las víctimas mediante la generación de miedo creíble, presión constante y riesgo latente. Sin embargo, la 

redacción vigente del tipo penal no permite abarcar de manera adecuada estas conductas, particularmente cuando la 

amenaza se materializa a través de medios digitales, mensajes indirectos o documentos cuya sola posesión tiene 

como finalidad ejercer coacción. 
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Por lo cual, la ausencia de una tipificación clara ha generado dificultades tanto en la integración de carpetas de 

investigación como en la judicialización de las mismas, obligando en ocasiones a encuadrar estas conductas en 
figuras penales que no reflejan con precisión la gravedad ni el contexto del hecho. Por ello, se propone agravar la 

conducta cuando la amenaza se vincule con la posesión de documentos físicos o digitales destinados a presionar a 
una víctima identificable, estableciendo además la persecución de oficio en estos supuestos, dada la afectación 

directa al interés público y la necesidad de una respuesta penal más eficaz. 
En ese sentido, la presente iniciativa busca no solo proteger de mejor manera a las víctimas, sino también 

dotar a las autoridades de una herramienta jurídica clara que permita actuar de manera oportuna frente a estas 
nuevas formas de intimidación, desincentivando su uso como mecanismo de control y financiamiento delictivo. 

Además, otro de los aspectos fundamentales de la presente iniciativa es la reestructuración del tipo penal 
relativo a las operaciones con recursos de procedencia ilícita, con el objetivo de diferenciar de manera expresa y 

sistemática las conductas relacionadas con la realización de operaciones materiales sobre recursos ilícitos, respecto 
de aquellas orientadas al ocultamiento, encubrimiento o simulación de su origen, comúnmente asociadas al lavado de 

dinero. 
Lo anterior, dado que la experiencia operativa ha demostrado que la redacción actual del tipo penal concentra 

en una sola disposición una multiplicidad de conductas con naturalezas jurídicas distintas, lo cual ha generado 
confusión interpretativa, dificultades probatorias y resultados limitados en la persecución efectiva de estos delitos. 

Esta falta de precisión legislativa no solo debilita la actuación de las autoridades investigadoras, sino que también 
abre espacios para estrategias de defensa basadas en ambigüedades normativas. 

Cabe referir, que la reforma propone dividir de manera clara las conductas, estableciendo, por un lado, aquellas 
vinculadas con la adquisición, posesión, administración, transporte o transferencia de recursos de procedencia ilícita; 

y por otro, las relacionadas con el ocultamiento, encubrimiento o simulación de su origen, destino o titularidad. Esta 
distinción permite una mejor identificación del injusto penal, facilita la acreditación de los elementos del tipo y fortalece 

la coherencia del sistema penal en esta materia. 
Asimismo, se refuerzan los supuestos de agravantes cuando estas conductas son cometidas por personas que, 

por su posición profesional o institucional, tienen un deber especial de prevención, detección y denuncia, o cuando se 
involucra a personas en situación de vulnerabilidad, como menores de edad. Con ello, se atiende el principio de 

proporcionalidad y se reconoce el mayor reproche social que merecen estas conductas cuando implican un abuso de 
confianza o de poder. 

Por lo cual, el presente Decreto también contempla el fortalecimiento del tipo penal relativo a la asociación o 
banda delictiva, incrementando las sanciones y ajustando su redacción para reflejar de manera más adecuada la 

peligrosidad que representa la pertenencia a estructuras criminales organizadas, aun cuando no se acredite la 
comisión individual de delitos específicos. 

Cabe destacar, que el sólo hecho de formar parte de una organización delictiva implica una contribución 
relevante al fenómeno criminal, al facilitar la planeación, ejecución y permanencia de actividades ilícitas. Por ello, la 

presente propuesta de reforma reconoce la necesidad de sancionar de manera más severa esta conducta, 
especialmente cuando se trata de organizaciones que inciden de forma sistemática en delitos graves o cuando 

participan servidores públicos, cuyo involucramiento mina de manera directa la confianza ciudadana en las 
autoridades e instituciones públicas. 

En ese orden de ideas, se incorpora una ampliación sustantiva del delito de encubrimiento por favorecimiento, 
con el propósito de abarcar conductas que, si bien no constituyen participación directa en el delito principal, resultan 

determinantes para garantizar la impunidad de las personas responsables y la continuidad de las actividades 
delictivas. 

Asimismo, las nuevas hipótesis incorporan de manera expresa conductas como la obstaculización de 
investigaciones, la alteración o destrucción de indicios, la adquisición consciente de productos del delito, el auxilio 

posterior al autor con conocimiento del hecho y la evasión del cumplimiento de mandamientos judiciales. Estas 
prácticas son cada vez más comunes en contextos de delincuencia organizada, donde redes de apoyo, protección y 

encubrimiento resultan esenciales para el funcionamiento de las estructuras criminales, por lo cual, el aumento de las 
sanciones responde a la necesidad de generar un efecto disuasivo real y de reconocer que el encubrimiento no es 

una conducta accesoria de menor relevancia, sino un elemento clave en la reproducción del fenómeno delictivo. 
En suma, la presente iniciativa tiene como finalidad dotar al estado de Morelos de un marco penal más claro, 

actualizado y eficaz, capaz de responder a las nuevas formas de operación de la delincuencia y de traducirse en 
resultados concretos en materia de prevención, investigación y sanción de los delitos, la reforma no amplía de 

manera irrazonable el poder punitivo del Estado, sino que busca cerrar vacíos normativos, fortalecer la certeza 
jurídica y garantizar que la ley penal cumpla con su función esencial de protección de la sociedad, de las víctimas y 

del orden público. Por estas razones, se considera que la presente iniciativa resulta necesaria, pertinente y acorde 
con los principios constitucionales que rigen el sistema penal. 

Conforme lo anterior, la propuesta de reforma que se plantea en el presente instrumento, se describe de mejor 
forma en la tabla siguiente: 
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CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS 
VIGENTE 

PROPUESTA DE REFORMA 

ARTÍCULO 147.- A quien intimide a otro con causarle 
daño en su persona o en sus bienes, u ocasionarlo a un 
tercero con quien la víctima tenga vínculos afectivos, de 
parentesco o gratitud, o trate de impedir por esos 
mismos medios, que otro ejecute lo que tiene derecho a 
hacer, se le impondrá de seis meses a tres años de 
prisión. 
Si el ofendido por la amenaza fuere víctima, ofendido o 
testigo en un procedimiento penal, la pena será de 
cuatro a ocho años de prisión y de cien a trescientos 
días multa.  

Sin correlativo 
Los delitos previstos en este artículo se perseguirán por 
querella, con excepción del establecido en el párrafo 
inmediato anterior que se perseguirá de oficio. 

ARTÍCULO 147.- A quien intimide a otro con causarle 
daño en su persona o en sus bienes, u ocasionarlo a un 
tercero con quien la víctima tenga vínculos afectivos, de 
parentesco o gratitud, o trate de impedir por esos 
mismos medios, que otro ejecute lo que tiene derecho a 
hacer, se le impondrá de seis meses a tres años de 
prisión. 
Si el ofendido por la amenaza fuere víctima, ofendido o 
testigo en un procedimiento penal, la pena será de 
cuatro a ocho años de prisión y de cien a trescientos 
días multa.  
La conducta típica del presente artículo se agravará con 
pena de seis a doce años de prisión, para la persona que 
posea documentos físicos o digitales que contengan 
amenazas explicitas o sutiles con la intención de obtener 
un lucro o aprovechamiento, cuando dichas 
comunicaciones estén destinadas a una víctima 
identificable o puedan razonablemente ser utilizadas 
para ejercer presión sobre una persona. 
Los delitos previstos en este artículo se perseguirán por 
querella, con excepción de lo establecido en los dos 
párrafos inmediatos anteriores, que se perseguirán de 
oficio. 

ARTÍCULO 198.- Se impondrá de cinco a quince años de 
prisión y de quinientos a cinco mil días multa al que por 
sí o por interpósita persona realice cualquiera de las 
siguientes conductas: adquiera, enajene, administre, 
custodie, cambie, deposite, dé en garantía, invierta, 
transporte o transfiera, dentro del territorio del Estado de 
Morelos o de éste hacia otras entidades, o a la inversa, 
recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, que 
procedan o representen el producto de una actividad 
ilícita, con alguno de los siguientes propósitos: ocultar o 
pretender ocultar, encubrir o impedir conocer el origen, 
localización, destino o propiedad de dichos recursos, 
derechos o bienes, o alentar alguna actividad ilícita.  
La misma sanción se aplicará, cuando se trate de delitos 
sujetos al conocimiento de las autoridades del Estado de 
Morelos, a los empleados y funcionarios de las 
instituciones que integran el sistema financiero que 
opera en dicha entidad federativa, que presten ayuda o 
auxilien a otro para la comisión de las conductas 
previstas en el párrafo anterior, sin perjuicio de los 
procedimientos y sanciones que correspondan conforme 
a otras leyes aplicables.  
La sanción prevista en el primer párrafo será aumentada 
en una mitad, cuando el delito se cometa por servidores 
públicos encargados de prevenir, denunciar, investigar o 
juzgar la comisión de delitos. En este caso, se impondrá 
a dichos servidores públicos, además, inhabilitación para 
desempeñar empleo, cargo o comisión públicos hasta 
por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta.  
En caso de conductas previstas en este artículo, en las 
que se utilicen servicios de instituciones que integren el 
sistema financiero, cuando los hechos queden sujetos al 
conocimiento de las autoridades del Estado de Morelos, 
para proceder penalmente se requerirá la denuncia 
previa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del 
Gobierno Federal. 
Para los efectos de este artículo, se entiende que son 
producto de una actividad ilícita, los recursos, derechos o 
bienes de cualquier naturaleza, cuando existan indicios 
fundados o certeza de que provienen directa o 
indirectamente, o representan las ganancias derivadas 
de la comisión de algún delito y no pueda acreditarse su 
legítima procedencia. 
Para los mismos efectos, se entenderá que el sistema 
financiero se encuentra integrado por las instituciones 
que a este respecto considera la legislación federal 
correspondiente. 

ARTÍCULO 198.- Se impondrá de seis a quince años de 
prisión y de mil a cinco mil días multa al que, por sí o por 
interpósita persona realice cualquiera de las siguientes 
conductas:  
I. Adquiera, enajene, administre, custodie, posea, 
cambie, convierta, deposite, retire, dé o reciba por 
cualquier motivo, invierta, traspase, transporte o 
transfiera, dentro del Estado de Morelos, de éste hacia 
otras entidades o a la inversa, recursos, derechos o 
bienes de cualquier naturaleza, cuando procedan o 
representen el producto de una actividad ilícita, u  
II. Oculte, encubra o pretenda ocultar o encubrir la 
naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento, 
propiedad o titularidad de recursos, derechos o bienes, 
cuando procedan o representen el producto de una 
actividad ilícita.  
En caso de conductas previstas en este artículo, en las 
que se utilicen servicios de instituciones que integren el 
sistema financiero, cuando los hechos queden sujetos al 
conocimiento de las autoridades del Estado de Morelos, 
para proceder penalmente se requerirá la denuncia 
previa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del 
Gobierno Federal. 
Para los efectos de este artículo, se entiende que son 
producto de una actividad ilícita, los recursos, derechos o 
bienes de cualquier naturaleza, cuando existan indicios 
fundados o certeza de que provienen directa o 
indirectamente, o representan las ganancias derivadas 
de la comisión de algún delito y no pueda acreditarse su 
legítima procedencia. 
Para los mismos efectos, se entenderá que el sistema 
financiero se encuentra integrado por las instituciones 
que a este respecto considera la legislación federal 
correspondiente. 
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Sin correlativo 

 

ARTÍCULO 198 Bis.- Las penas previstas en este 

Capítulo se aumentarán desde un tercio hasta en una 

mitad, cuando el que realice cualquiera de las conductas 

previstas en el artículo 198 de este Código tenga el 

carácter de consejero, administrador, funcionario, 

empleado, apoderado o prestador de servicios de 

cualquier persona sujeta al régimen de prevención de 

operaciones con recursos de procedencia ilícita, o las 

realice dentro de los dos años siguientes de haberse 

separado de alguno de dichos cargos.  

Además, se les impondrá inhabilitación para desempeñar 

empleo, cargo o comisión en personas morales sujetas 

al régimen de prevención hasta por un tiempo igual al de 

la pena de prisión impuesta. La inhabilitación comenzará 

a correr a partir de que se haya cumplido la pena de 

prisión.  

Las penas previstas en este Capítulo se duplicarán, si la 

conducta es cometida por servidores públicos 

encargados de prevenir, detectar, denunciar, investigar o 

juzgar la comisión de delitos o ejecutar las sanciones 

penales, así como a los ex servidores públicos 

encargados de tales funciones que cometan dicha 

conducta en los dos años posteriores a su terminación. 

Además, se les impondrá inhabilitación para desempeñar 

empleo, cargo o comisión hasta por un tiempo igual al de 

la pena de prisión impuesta. La inhabilitación comenzará 

a correr a partir de que se haya cumplido la pena de 

prisión.  

Asimismo, las penas previstas en este Capítulo se 

aumentarán hasta en una mitad si quien realice 

cualquiera de las conductas previstas en el artículo 198, 

fracciones I y II, utiliza a personas menores de dieciocho 

años de edad o personas que no tienen capacidad para 

comprender el significado del hecho o que no tiene 

capacidad para resistirlo. 

ARTÍCULO 244.- Cuando tres o más personas integren 

una asociación formal o informal con la finalidad de 

cometer delitos de manera permanente o transitoria y no 

se trate de simple participación delictuosa, por el sólo 

hecho de pertenecer a la asociación se impondrá a los 

integrantes de dos a cinco años de prisión y de cien a 

quinientos días-multa además de las sanciones 

aplicables por los delitos cometidos. Cuando la 

organización delictuosa incurra en los delitos 

considerados como graves por la ley, la sanción podrá 

aumentarse hasta en una tercera parte.  

Dicha sanción se incrementará hasta en una mitad más 

cuando el agente sea o haya sido servidor público en 

alguna institución de seguridad pública, procuración o 

administración de justicia. En estos casos se aplicará, 

asimismo, destitución e inhabilitación para obtener otro 

cargo, empleo o comisión hasta por diez años.  

… 

… 

ARTÍCULO 244.- Al que forme parte de una asociación o 

banda de tres o más personas con propósito de 

delinquir, se le impondrá prisión de seis a diez años y de 

cien a quinientos días multa.  

Cuando el miembro de la asociación sea o haya sido 

servidor público, la pena a que se refiere el párrafo 

anterior se aumentará en una mitad y se impondrá, 

además, la destitución del empleo, cargo o comisión 

públicos e inhabilitación hasta por diez años.  

… 

… 
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ARTÍCULO 311.- Al que después de la ejecución de la 
conducta o hecho calificados por la ley como delito y sin 
haber participado en éste, auxilie en cualquier forma al 
imputado a eludir las investigaciones de la autoridad 
competente o a sustraerse de la acción de ésta, o bien, 
oculte, altere, destruya o haga desaparecer los rastros, 
pruebas o instrumentos del delito o asegure para el 
inculpado el producto o provecho del mismo, se le 
impondrá de uno a cinco años de prisión, sin exceder de 
la sanción aplicable por el delito encubierto.  
Las mismas sanciones se impondrán:  
I. Al que pudiendo impedir la comisión de un delito, con 
su intervención inmediata y sin riesgo propio o ajeno, se 
abstuviere voluntariamente de hacerlo; 
II. Al que requerido por la autoridad, no dé auxilio para la 
investigación de los delitos o para la ubicación de los 
probables responsables o sentenciados; 
III. Al que conociendo la procedencia ilícita de las 
mercancías las reciba en 
prenda o depósito; 
IV. Al que altere, modifique o perturbe ilícitamente el 
lugar, huellas o vestigios del hecho delictivo, y 
V. Al que desvíe u obstaculice la investigación del hecho 
delictivo de que se trate o favorezca que el imputado se 
sustraiga a la acción de la justicia.  

Sin correlativo 
Sin correlativo 
Sin correlativo 
Sin correlativo 

ARTÍCULO 311.- Al que después de la ejecución de la 
conducta o hecho calificados por la ley como delito y sin 
haber participado en éste, auxilie en cualquier forma al 
imputado a eludir las investigaciones de la autoridad 
competente o a sustraerse de la acción de ésta, o bien, 
oculte, altere, destruya o haga desaparecer los rastros, 
pruebas o instrumentos del delito o asegure para el 
inculpado el producto o provecho del mismo, se le 
impondrá de seis a doce años de prisión, sin exceder de 
la sanción aplicable por el delito encubierto. 
Las mismas sanciones se impondrán:  
I. Al que pudiendo impedir la comisión de un delito, con 
su intervención inmediata y sin riesgo propio o ajeno, se 
abstuviere voluntariamente de hacerlo; 
II. Al que requerido por la autoridad, no dé auxilio para la 
investigación de los delitos o para la ubicación de los 
probables responsables o sentenciados; 
III. Al que conociendo la procedencia ilícita de las 
mercancías las reciba en prenda o depósito; 
IV. A quien altere, modifique o destruya ilícitamente el 
lugar, huellas, indicios, evidencias, objetos, instrumentos 
o productos del hecho delictivo; 
V. Al que desvíe u obstaculice la investigación del hecho 
delictivo de que se trate o favorezca que el imputado se 
sustraiga a la acción de la justicia o que por cualquier 
medio impida el cumplimiento de un mandamiento 
judicial.  
Para el caso de ordenes de aprehensión, citación o 
presentación, se actualizará esta hipótesis, con 
independencia de que tenga o no conocimiento la 
persona a quien va dirigido el mismo, o bien la persona 
que impida el cumplimiento. 
VI. A quien después de la ejecución de un hecho 
delictivo y sin haber participado en cualquiera de ellas, 
adquiera o reciba el producto de éstas a sabiendas de 
esta circunstancia; 
VII. Al que preste auxilio o cooperación al autor de un 
hecho delictivo, con conocimiento de esta circunstancia, 
y  
VIII. A quien oculte o favorezca el ocultamiento del 
responsable de ejecutar un hecho delictivo, con 
conocimiento de esta circunstancia, así como los 
efectos, objetos o instrumentos de este o impida que se 
averigüe. 

No pasa desapercibido que en la emisión del presente instrumento se observaron los principios de 
simplificación, agilidad, economía, información, precisión, legalidad, transparencia, austeridad e imparcialidad que se 
señalan en el artículo 8, primer párrafo de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado Libre y 
Soberano de Morelos. 

Finalmente, el presente instrumento cumple con lo dispuesto en el artículo 12, de la Ley de Planeación para el 
Estado de Morelos, al encontrarse plenamente vinculado con el “Plan Estatal de Desarrollo 2025-2030”, publicado en 
el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, de fecha 09 de mayo de 2025, número 6423 Extraordinaria, de forma 
específica con su Eje Rector número 1, denominado “Seguridad, Justicia y Construcción de Paz”, de manera 
específica en el rubro de Seguridad, estableciendo en su Objetivo Estratégico número 1.1 consistente en Garantizar 
la seguridad pública y la protección de los habitantes con la colaboración entre la comunidad y las autoridades para 
construir un entorno seguro, garantizando el respeto a los derechos humanos, conforme a la estrategia número 1.1.2 
que establece el fortalecimiento de la investigación criminal para el combate del delito, lo que se llevara a cabo a 
través de las líneas de acción número 1.1.2.3 y 1.1.2.5, relativas a generar los instrumentos jurídicos para la 
coordinación entre las instituciones de seguridad pública e impartición de justicia de los tres niveles de gobierno, en 
materia de investigación de delitos e incrementar las capacidades para prevenir e investigar las conductas delictivas 
en el ciberespacio”. 
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IV.- VALORACIÓN DE LA INICIATIVA  
Con fundamento en las potestades establecidas en el artículo 60 fracción III, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, correlacionada con los artículos 51, 54, 55 y 57 del Reglamento para el Congreso 
del Estado de Morelos, los integrantes de la Comisión Legislativa encomendada de este asunto, procedimos al 
estudio y análisis de la iniciativa presentada.  

Respecto de la propuesta de modificación del artículo 147, consistente en: 
“La conducta típica del presente artículo se agravará con pena de seis a doce años de prisión, para la persona 

que posea documentos físicos o digitales que contengan amenazas explicitas o sutiles con la intención de obtener un 
lucro o aprovechamiento, cuando dichas comunicaciones estén destinadas a una víctima identificable o puedan 
razonablemente ser utilizadas para ejercer presión sobre una persona.” 

Cabe señalar que no se trata de obtener a través de una amenaza un lucro, lo cual resultaría improcedente, 
sino únicamente de que el sujeto activo tenga en su poder documentos en forma física o digital que las contengan 
para intimidar al sujeto pasivo, lo cual resulta acorde al marco constitucional y legal. 

En cuanto a la propuesta de reformas al artículo 198, sobre aclarar el tipo penal referente a la disposición de 
bienes obtenidos como producto de la ejecución de un delito, resulta indispensable, tanto ampliar las hipótesis en las 
cuales se da esa transmisión, como agravar las penas por su comisión, en virtud de que es una legislación laxa hasta 
este momento, lo que permite la disposición de estos, manteniendo su alta demanda y la impunidad. 

Además, consideramos procedente la adición del artículo 198 Bis, que agrava las penas por disponer de bienes 
producto de un ilícito, tratándose de funcionarios públicos que se supone debían ser los encargados de prevenir y 
perseguir esos delitos, así como su inhabilitación para ocupar cargos públicos. 

Esto considerando que precisamente que, una vez cometidos los delitos y cuando estos funcionarios deben de 
actuar, es el momento en que son susceptibles de ser sobornados con los bienes obtenidos de manera ilegal, sea 
para dejarlos seguir delinquiendo, o para permitirles evadir la acción de la justicia. 

En cuanto a las demás propuestas, relacionadas con delincuencia organizada, las y los diputados integrantes 
de esta comisión dictaminadora, compartimos la preocupación de la iniciadora respecto a la falta de claridad en los 
artículos restantes que pretende reformar, así como la propuesta de agravar las penas establecidas. 

Respecto de las agravantes previstas en los delitos, el Poder Judicial de la Federación, ha establecido su 
procedencia, de acuerdo con el criterio siguiente: 

EXTORSIÓN. LA AGRAVANTE PREVISTA EN LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 204 BIS DEL CÓDIGO 
PENAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LA PENA. 

Conforme a la interpretación jurisprudencial que ha efectuado la Suprema Corte de Justicia de la Nación de lo 
dispuesto en el artículo 22 constitucional, el referido principio obliga al legislador a establecer la cuantía de la pena en 
proporción al hecho antijurídico y el grado de afectación al bien jurídico protegido, de manera que las penas más 
graves deben dirigirse a los tipos penales que protegen los bienes jurídicos más importantes, para lo cual, tiene 
amplia libertad para diseñar el rumbo de la política criminal, de acuerdo con las necesidades sociales del momento 
histórico respectivo, por lo que el incremento en la comisión de ciertos delitos podrá justificar que instrumente una 
respuesta penal de mayor intensidad que se traduzca también en un aumento de las penas. A partir de lo anterior, 
este Tribunal Colegiado estima que, por igualdad de razón, en ejercicio de esa libre configuración, puede establecer 
penas más altas cuando busque prevenir conductas ilícitas que afecten intensamente numerosos bienes jurídicos, 
generando consecuencias graves para la sociedad. Es el caso que mediante reformas publicadas el veintitrés de 
octubre de dos mil diez y el quince de noviembre de dos mil catorce, el legislador del Estado de Chihuahua endureció 
las penas para castigar el delito de extorsión, en sus distintas modalidades y, al efecto, previó en el artículo 204 Bis, 
fracción I, del Código Penal del Estado de Chihuahua, una pena de treinta a setenta años cuando se configuren los 
elementos del tipo básico y, además, se logre que la víctima o un tercero entregue alguna cantidad de dinero para 
evitar el daño con que se amenaza. En su exposición de motivos, consideró que este tipo de conductas atacan 
distintos bienes jurídicos aparte del patrimonio, como la libre determinación, la tranquilidad de las personas físicas e, 
incluso, la seguridad pública, ya que producen un estado de psicosis generalizada que perturba tanto las actividades 
económicas, como la vida de las personas en todos los estratos sociales y aleja la inversión empresarial, en 
detrimento del desarrollo económico del Estado; además, se precisó que dicha medida obedece a la política 
instrumentada para disminuir el aumento en la incidencia de extorsiones. Ante esta justificación, la respuesta penal 
intensa del legislador, al establecer la sanción severa prevista en el precepto citado es constitucionalmente válida, 
porque no es desproporcional y es razonable para una conducta que ataca de manera simultánea diversos bienes 
jurídicos fundamentales, con intensidad notable por la extensión de las consecuencias que se generan para el 
bienestar de la sociedad. Asimismo, el merecimiento de una sanción mayor que la prevista para el tipo básico se 
justifica por el incremento en el desvalor de la acción, considerando que aquél sólo requiere de un resultado formal, 
que se agota al momento en que el activo intimida a la víctima para obligarla a realizar un acto jurídico; en cambio, la 
referida agravante necesita un resultado material para consumarse, caracterizado por la afectación directa al 
patrimonio del ofendido, que sufre un detrimento igual a la cantidad entregada. Por otra parte, no se soslaya que en la 
escala de penas determinada en la codificación punitiva del Estado se contemplan delitos de carácter 
preeminentemente patrimonial con una penalidad menor y relacionada con el monto del daño causado, como el de 
robo con violencia; sin embargo, no pudiera darse una genuina comparación entre ambos ilícitos, puesto que la 
extorsión afecta en mayor grado la libertad de los individuos de formar su propia voluntad para actuar en 
consecuencia, y difícilmente podría determinarse cuál de los bienes mencionados tiene rango superior, aunque no 
debe perderse de vista que esa valía puede cambiar de acuerdo al tiempo y las circunstancias sociales. En ese 
orden, deviene constitucionalmente legítimo que el legislador local decidiera otorgar mayor importancia a la necesidad 
de proteger la libertad personal y la tranquilidad de las personas, ante la experiencia que dejó la situación de 
inseguridad y violencia que tomó en cuenta al agravar las sanciones para las conductas consideradas especialmente 
lacerantes para la sociedad, con el objetivo de revertir la incidencia delictiva. 
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Sin embargo, resulta necesario modificar su propuesta para establecer que las multas deben ser tasadas de 

acuerdo con la Unidad de Medida y Actualización vigente y ya no en “días multa”, como se estableció desde la 

promulgación del Código Penal para el Estado de Morelos; así como establecer una multa en el artículo 311, que no 

había sido considerada. 

V. IMPACTO PRESUPUESTAL.  

De conformidad con lo previsto en la reforma al artículo 43 de la Constitución Local, mediante la publicación del 

Decreto número mil ochocientos treinta y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, número 5487, el 07 de 

abril de 2017, en el que se estableció que las Comisiones encargadas del estudio de las iniciativas, en la elaboración 

de los dictámenes con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación sobre el impacto presupuestario del mismo, 

debe estimarse que dicha disposición deviene del contenido del artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las 

Entidades Federativas y los Municipios, que tiene como objetivos el incentivar la responsabilidad hacendaria y 

financiera para promover una gestión responsable y sostenible de las finanzas públicas y fomentar su estabilidad, con 

política de gasto con planeación desde la entrada en vigor de la legislación para no ejercer gasto que no se 

contemple en el presupuesto, mediante la contención del crecimiento del gasto en servicios personales, consolidando 

el gasto eficiente que limite el crecimiento del gasto de nómina.  

Con base en lo antes manifestado, la presente comisión dictaminadora, considera que las propuestas de 

adición legal no generan ningún impacto presupuestal en las finanzas estatales o municipales.  

VI. MODIFICACIÓN DE LA INICIATIVA. 

Con fundamento en la fracción III, del artículo 106, del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos y 

por analogía de aplicación específica a la competencia constitucional local es aplicable mutatis mutandis la Tesis de 

jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, tomo XXXIII-abril de 2011, página 228, de rubro siguiente: PROCESO LEGISLATIVO. LAS 

CÁMARAS QUE INTEGRAN EL CONGRESO DE LA UNIÓN TIENEN LA FACULTAD PLENA DE APROBAR, 

RECHAZAR, MODIFICAR O ADICIONAR EL PROYECTO DE LEY O DECRETO, INDEPENDIENTEMENTE DEL 

SENTIDO EN EL QUE SE HUBIERE PRESENTADO ORIGINALMENTE LA INICIATIVA CORRESPONDIENTE. 

Se modifica la propuesta original para establecer el monto de las multas en Unidades de Medida y 

Actualización (UMAS). 

Además, se establece la pena de multa en la propuesta de modificación al artículo 311, la cual no había sido 

considerada. 

VII. CONCLUSIONES 

En mérito de lo anterior y derivado de un análisis, investigación y estudio jurídico, así como por haber agotado 

una discusión al interior de esta Comisión Legislativa, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 53, 55, 59 

numeral 1 y 60 fracción III, todos de la Ley Orgánica; 51, 54, 104 y 106, del Reglamento, ambos ordenamientos para 

el Congreso del Estado de Morelos y derivado de la valoración tanto en lo general como en lo particular, se aprueba 

con las modificaciones mencionadas, el dictamen en SENTIDO POSITIVO…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado la LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a bien expedir el 

siguiente: 

DECRETO MIL CIENTO OCHENTA Y CINCO 

POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman, el artículo 147, el artículo 198, el primer y segundo párrafo del artículo 

244 y el artículo 311 del Código Penal para el Estado de Morelos.  

ARTÍCULO SEGUNDO. Se adiciona el artículo 198 bis al Código Penal para el Estado de Morelos, para quedar 

como adelante se indica. 

ARTÍCULO 147.- A quien intimide a otro con causarle daño en su persona o en sus bienes, u ocasionarlo a un 

tercero con quien la víctima tenga vínculos afectivos, de parentesco o gratitud, o trate de impedir por esos mismos 

medios, que otro ejecute lo que tiene derecho a hacer, se le impondrá de seis meses a tres años de prisión. 
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Si el ofendido por la amenaza fuere víctima, ofendido o testigo en un procedimiento penal, la pena será de cuatro a 

ocho años de prisión y de cien a trescientos días multa.  

La conducta típica del presente artículo se agravará con pena de seis a doce años de prisión, para la persona 

que posea documentos físicos o digitales que contengan amenazas explicitas o sutiles con la intención de obtener un 

lucro o aprovechamiento, cuando dichas comunicaciones estén destinadas a una víctima identificable o puedan 

razonablemente ser utilizadas para ejercer presión sobre una persona. 

Los delitos previstos en este artículo se perseguirán por querella, con excepción de lo establecido en los dos 

párrafos inmediatos anteriores, que se perseguirán de oficio. 

ARTÍCULO 198.- Se impondrá de seis a quince años de prisión y de mil a cinco mil veces la Unidad de Medida 

y Actualización diaria vigente al momento de la comisión del delito, al que, por sí o por interpósita persona realice 

cualquiera de las siguientes conductas:  

I. Adquiera, enajene, administre, custodie, posea, cambie, convierta, deposite, retire, dé o reciba por cualquier 

motivo, invierta, traspase, transporte o transfiera, dentro del Estado de Morelos, de éste hacia otras entidades o a la 

inversa, recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando procedan o representen el producto de una 

actividad ilícita, u 

II. Oculte, encubra o pretenda ocultar o encubrir la naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento, propiedad o 

titularidad de recursos, derechos o bienes, cuando procedan o representen el producto de una actividad ilícita. 

En caso de conductas previstas en este artículo, en las que se utilicen servicios de instituciones que integren el 

sistema financiero, cuando los hechos queden sujetos al conocimiento de las autoridades del Estado de Morelos, 

para proceder penalmente se requerirá la denuncia previa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del 

Gobierno Federal. 

Para los efectos de este artículo, se entiende que son producto de una actividad ilícita, los recursos, derechos o 

bienes de cualquier naturaleza, cuando existan indicios fundados o certeza de que provienen directa o 

indirectamente, o representan las ganancias derivadas de la comisión de algún delito y no pueda acreditarse su 

legítima procedencia. 

Para los mismos efectos, se entenderá que el sistema financiero se encuentra integrado por las instituciones 

que a este respecto considera la legislación federal correspondiente. 

ARTÍCULO 198 Bis.- Las penas previstas en este Capítulo se aumentarán desde un tercio hasta en una mitad, 

cuando el que realice cualquiera de las conductas previstas en el artículo 198 de este Código tenga el carácter de 

consejero, administrador, funcionario, empleado, apoderado o prestador de servicios de cualquier persona sujeta al 

régimen de prevención de operaciones con recursos de procedencia ilícita, o las realice dentro de los dos años 

siguientes de haberse separado de alguno de dichos cargos.  

Además, se les impondrá inhabilitación para desempeñar empleo, cargo o comisión en personas morales 

sujetas al régimen de prevención hasta por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta. La inhabilitación 

comenzará a correr a partir de que se haya cumplido la pena de prisión.  

Las penas previstas en este Capítulo se duplicarán, si la conducta es cometida por servidores públicos 

encargados de prevenir, detectar, denunciar, investigar o juzgar la comisión de delitos o ejecutar las sanciones 

penales, así como a los ex servidores públicos encargados de tales funciones que cometan dicha conducta en los dos 

años posteriores a su terminación. Además, se les impondrá inhabilitación para desempeñar empleo, cargo o 

comisión hasta por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta. La inhabilitación comenzará a correr a partir de 

que se haya cumplido la pena de prisión.  

Asimismo, las penas previstas en este Capítulo se aumentarán hasta en una mitad si quien realice cualquiera 

de las conductas previstas en el artículo 198, fracciones I y II, utiliza a personas menores de dieciocho años de edad 

o personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o que no tiene capacidad para 

resistirlo. 

ARTÍCULO 244.- Al que forme parte de una asociación o banda de tres o más personas con propósito de 

delinquir, se le impondrá prisión de seis a diez años y de cien a quinientas veces la Unidad de Medida y Actualización 

diaria vigente al momento de la comisión del delito. 

Cuando el miembro de la asociación sea o haya sido servidor público, la pena a que se refiere el párrafo 

anterior se aumentará en una mitad y se impondrá, además, la destitución del empleo, cargo o comisión públicos e 

inhabilitación hasta por diez años.  

… 

…  



Página 10  PERIÓDICO OFICIAL  27 de mayo de 2026 

ARTÍCULO 311.- Al que después de la ejecución de la conducta o hecho calificados por la ley como delito y sin 

haber participado en éste, auxilie en cualquier forma al imputado a eludir las investigaciones de la autoridad 

competente o a sustraerse de la acción de ésta, o bien, oculte, altere, destruya o haga desaparecer los rastros, 

pruebas o instrumentos del delito o asegure para el inculpado el producto o provecho del mismo, se le impondrá de 

seis a doce años de prisión y de mil a cinco mil veces la Unidad de Medida y Actualización diaria vigente al momento 

de la comisión del delito, sin exceder de la sanción aplicable por el delito encubierto. 

Las mismas sanciones se impondrán:  

I. Al que pudiendo impedir la comisión de un delito, con su intervención inmediata y sin riesgo propio o ajeno, se 

abstuviere voluntariamente de hacerlo; 

II. Al que requerido por la autoridad, no dé auxilio para la investigación de los delitos o para la ubicación de los 

probables responsables o sentenciados; 

III. Al que conociendo la procedencia ilícita de las mercancías las reciba en prenda o depósito; 

IV. A quien altere, modifique o destruya ilícitamente el lugar, huellas, indicios, evidencias, objetos, instrumentos o 

productos del hecho delictivo; 

V. Al que desvíe u obstaculice la investigación del hecho delictivo de que se trate o favorezca que el imputado se 

sustraiga a la acción de la justicia o que por cualquier medio impida el cumplimiento de un mandamiento judicial. 

Para el caso de ordenes de aprehensión, citación o presentación, se actualizará esta hipótesis, con 

independencia de que tenga o no conocimiento la persona a quien va dirigido el mismo, o bien la persona que impida 

el cumplimiento; 

VI. A quien después de la ejecución de un hecho delictivo y sin haber participado en cualquiera de ellas, adquiera 

o reciba el producto de éstas a sabiendas de esta circunstancia; 

VII. Al que preste auxilio o cooperación al autor de un hecho delictivo, con conocimiento de esta circunstancia, y  

VIII. A quien oculte o favorezca el ocultamiento del responsable de ejecutar un hecho delictivo, con conocimiento de 

esta circunstancia, así como los efectos, objetos o instrumentos de este o impida que se averigüe. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente Decreto a la Persona Titular del Poder Ejecutivo del Estado, para su 

promulgación y publicación respectiva de conformidad con los artículos 44, 47 y 70 fracción XVII, incisos a) y c) de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto iniciará su vigencia al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 

“Tierra y Libertad”, órgano de difusión de Gobierno del Estado. 

TERCERA.- El presente Decreto deroga todas las disposiciones legales de igual o menor rango, que se 

opongan o contradigan a este. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión Ordinaria de Pleno del veinte de mayo de dos mil veintiséis. 

Diputada y Diputados integrantes de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. Isaac 

Pimentel Mejía, presidente. Dip. Guillermina Maya Rendón, secretaria. Dip. Alberto Sánchez Ortega, secretario. 

Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia del 

Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los veintisiete 

días del mes de mayo del dos mil veintiséis. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

SECRETARIO DE GOBIERNO 

EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS.
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Al margen superior izquierdo un escudo del estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. LA TIERRA 

VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE 

NOS UNE.- GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE 

Y SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 

facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 

aprobó al tenor de lo siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación del Congreso del Estado de Morelos 

presentaron a consideración del Pleno, el dictamen con proyecto POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY PARA 

PREVENIR, INVESTIGAR Y SANCIONAR EL DELITO DE EXTORSIÓN EN EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

MORELOS, en los siguientes términos:  

“I.- DEL PROCESO LEGISLATIVO. 

a) Mediante la Sesión Ordinaria de la Asamblea de la LVI Legislatura, que tuvo verificativo el día doce de 

febrero del año dos mil veintiséis, la Gobernadora Constitucional del Estado Libre y Soberano de Morelos, Margarita 

González Saravia Calderón, presentó la Iniciativa con Proyecto de decreto por el que se expide la LEY PARA 

PREVENIR, INVESTIGAR Y SANCIONAR EL DELITO DE EXTORSIÓN EN EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

MORELOS.   

b) En consecuencia, el Diputado Isaac Pimentel Mejía, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del 

Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, ordenando su turno a esta Comisión Dictaminadora, 

por lo que mediante oficio número SSLyP/DPyTL/AÑO2/P.O.2/1442/26 fue remitida a esta Comisión de Puntos 

Constitucionales y Legislación. 

c) En reunión ordinaria de esta Comisión Legislativa llevada a cabo el día diecinueve de marzo de 2026 y 

existiendo el quórum legal establecido en la normatividad interna del Congreso del Estado, las diputadas y diputados 

integrantes de la misma, después de analizar y discutir la iniciativa de mérito y realizar la valoración respectiva 

aprobamos el dictamen en SENTIDO POSITIVO. 

II.- MATERIA DE LA INICIATIVA 

A manera de síntesis la iniciativa propone expedir la Ley para Prevenir, Investigar y Sancionar el Delito de 

Extorsión en el Estado Libre y Soberano de Morelos.  

III.- CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

“La Iniciativa presentada por la C. Margarita González Saravia Calderón, Gobernadora Constitucional del 

Estado Libre y Soberano de Morelos, se fundamenta en la siguiente exposición de motivos: 

De conformidad con lo dispuesto en los párrafos primero y tercero del artículo 1o. de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, se prevé que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en 

dicha normativa, así como en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, además de las 

garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que prevén las leyes respectivas; asimismo, el Estado Mexicano tienen la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 

reparar las violaciones a los derechos humanos. 

En ese sentido y toda vez que el Estado Mexicano tiene como función fundamental garantizar el orden 

constitucional, la seguridad pública y la tutela efectiva de los derechos humanos, a través de la prevención, 

investigación, persecución y sanción de los delitos que atentan contra la libertad, el patrimonio y la integridad de las 

personas, así como contra la estabilidad social y económica de la sociedad.  

En ese orden de ideas, con fecha 31 de diciembre de 2024, se expidió en el Diario Oficial de la Federación el 

“Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 21 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, 

en materia de seguridad pública”
1
, representando con ello un cambio estructural en el modelo de seguridad pública 

del país, al ampliar y fortalecer las facultades de investigación de los delitos, no sólo en el ámbito federal, sino 

también a nivel estatal y municipal. Con esta modificación, se reconoce expresamente que la investigación de los 

delitos corresponde al Ministerio Público, a la Secretaría del ramo del Ejecutivo Federal, a la Guardia Nacional y a las 

corporaciones de policía en el ámbito de sus respectivas competencias, actuando siempre bajo la conducción y 

mando del Ministerio Público. 

                                                      
1
 Disponible en línea, consultable al 28 de enero de 2025, en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5746526&fecha=31/12/2024#gsc.tab=0. 
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Conforme lo anterior, el 16 de julio de 2025 se publicó en el citado Diario Oficial de la Federación el “Decreto 
por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública”

2
, norma que tiene por objeto regular 

la integración, organización y el funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como la distribución 
de competencias, la coordinación y cooperación entre las instituciones de los tres órdenes de gobierno que lo 
integran, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; todo lo cual se circunscribe a salvaguardar la vida, los derechos, la integridad y el patrimonio de las 
personas, así como preservar las libertades, el orden público y la paz social, en el ámbito de las respectivas 
competencias establecidas en la Constitución Federal, a través de la prevención, investigación y persecución de los 
delitos, la reinserción social de las personas sentenciadas, así como la sanción de las infracciones administrativas. 

En esa tesitura, en observancia al mandato constitucional, el 28 de noviembre de 2025, se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación el “Decreto por el que se expide la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar los 
Delitos en Materia de Extorsión, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como las reformas, adiciones y derogaciones a diversas disposiciones del Código 
Penal Federal, del Código Nacional de Procedimientos Penales, de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, 
de la Ley Nacional de Extinción de Dominio y de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación”, cuyo objeto es 
establecer un marco normativo homogéneo en el País para enfrentar de manera sistemática este fenómeno delictivo; 
constituyendo un avance trascendental en la consolidación de un sistema jurídico penal coherente, articulado y eficaz; 
Decreto que en su disposición transitoria sexta prevé un plazo no mayor a 180 días naturales a efecto de que las 
legislaturas locales realicen las reformas legales para la armonización a su marco normativo estatal.  

En ese sentido, la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión, 
Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establece un marco normativo uniforme para tipificar, perseguir y sancionar la extorsión en todo el territorio nacional, 
así como para definir los mecanismos de coordinación interinstitucional, la distribución de competencias entre 
autoridades federales y locales, y los instrumentos jurídicos para el aseguramiento, administración y destino de 
bienes relacionados con la comisión de este delito; asimismo, fortalece las capacidades del sistema de justicia penal 
mediante la armonización de los procedimientos de investigación, persecución penal y administración de justicia en la 
materia. Este ordenamiento consolida los principios de cooperación, corresponsabilidad y articulación institucional, a 
efecto de garantizar una respuesta eficaz frente a los fenómenos delictivos que afectan la seguridad y la paz social en 
el territorio. 

Ahora bien, en ejercicio de su autonomía constitucional y en homologación con la estrategia nacional de 
seguridad pública, en el estado de Morelos se publicó, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, número 6510 
Alcance, de fecha 31 de diciembre de 2025, la “Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos”, cuyo 
objeto es regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Estatal de Seguridad Pública, así como 
establecer las competencias y bases de coordinación entre el Estado y los Municipios y entre éstos con la 
Federación, las Entidades Federativas y la Ciudad de México. 

Sumado a lo anterior, en sesión ordinaria de Pleno del Congreso del Estado, celebrada el 04 de diciembre de 
2025, se aprobó el “Decreto número mil sesenta y seis por el que se derogan diversas disposiciones del Código Penal 
para el Estado de Morelos y se adiciona la fracción XXXII al artículo 37 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública para el Estado Libre y Soberano de Morelos”.  

Por lo expuesto previamente, el objeto de las reformas determinó la derogación del Capítulo IV, así como sus 
artículos 146, 146 Bis y 146 Ter, relativos al delito de extorsión del Código Penal para el Estado de Morelos, con el 
propósito de armonizar la legislación estatal con la citada Ley General expedida por el Congreso de la Unión, 
evitando duplicidades normativas, conflictos de competencia y lagunas jurídicas en la persecución y sanción de dicha 
conducta. 

Asimismo, se reformaron las fracciones XXX y XXXI y se adicionó la fracción XXXII, al artículo 37 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública para el Estado Libre y Soberano de Morelos, confiriendo a la Secretaría de 
Seguridad y Protección Ciudadana del Poder Ejecutivo Estatal la facultad para diseñar, elaborar e implementar una 
Estrategia Estatal para Prevenir y Combatir el Delito de Extorsión, orientada a la prevención del delito, la atención a 
víctimas, el fortalecimiento de las capacidades institucionales y la coordinación con las autoridades federales, 
municipales y de otras entidades federativas. 

Conforme lo anterior, se tuvo a bien regular en el estado de Morelos el delito de extorsión, configurándolo como 
una de las conductas ilícitas de mayor impacto en la percepción de inseguridad, al vulnerar de manera directa la 
libertad de decisión, la tranquilidad personal y el desarrollo de las actividades productivas, tanto en el ámbito 
individual como colectivo; siendo que la extorsión ha sido reconocida como un fenómeno delictivo de carácter 
estructural, cuya comisión trasciende las fronteras territoriales y administrativas y que en múltiples casos se vincula 
con formas de delincuencia organizada, lo que exige una respuesta institucional integral, coordinada y articulada en 
los distintos órdenes de gobierno. 

                                                      
2
 Disponible en línea, consultable al 28 de enero de 2025, en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5763159&fecha=16/07/2025#gsc.tab=0 
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En este sentido, la armonización entre la legislación federal y estatal constituye un elemento indispensable para 

garantizar la certeza jurídica, la eficiencia institucional y la protección efectiva de los derechos humanos, 

particularmente de aquellas personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad frente a este tipo de 

conductas delictivas. 

Por lo expuesto, se estima que la adopción y adecuación del marco normativo estatal en congruencia con la 

Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión, reglamentaria de la fracción 

XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos fortalece el Estado de Derecho, 

consolida el sistema de seguridad pública y reafirma el compromiso del estado de Morelos con la protección de la 

libertad, el patrimonio y la tranquilidad de sus habitantes, mediante una estrategia integral, coordinada y eficaz en el 

combate a la extorsión. 

Sumado a lo anterior, se estima necesario precisar la necesidad e importancia de la emisión del presente 

instrumento, el cual tiene por objeto establecer las obligaciones y formas de coordinación entre las autoridades del 

Estado para la prevención, investigación, persecución y sanción del delito de extorsión y los delitos vinculados 

previstos en los artículos 19, 20, 21, 22, 23 y 24 de la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en 

Materia de Extorsión, reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como señalar las acciones, programas y políticas transversales e interinstitucionales que las 

autoridades del Estado deben implementar para la prevención efectiva del delito de extorsión. 

No pasa desapercibido que en la emisión del presente instrumento se observaron los principios de 

simplificación, agilidad, economía, información, precisión, legalidad, transparencia, austeridad e imparcialidad que 

señala en el artículo 8, primer párrafo de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado Libre y 

Soberano de Morelos. 

Finalmente, el presente instrumento cumple con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley de Planeación para el 

Estado de Morelos, al encontrarse plenamente vinculado con el “Plan Estatal de Desarrollo 2025-2030”, publicado en 

el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, número 6423 Extraordinaria, de fecha 09 de mayo de 2025, el cual en su Eje 

Rector 1, denominado “Seguridad, Justicia y Construcción de Paz”, en el rubro de Seguridad, establece en su 

Objetivo Estratégico 1.1, referente a garantizar la seguridad pública y la protección de los habitantes con la 

colaboración entre la comunidad y las autoridades para construir un entorno seguro, garantizando el respeto a los 

derechos humanos, previendo para ello las estrategias números 1.1.1 y 1.1.2, consistentes en consolidar la 

coordinación operativa y la capacidad de respuesta con un enfoque de policía de proximidad, estableciendo un lazo 

de confianza con los ciudadanos y fortalecimiento de la investigación criminal para el combate del delito; 

estableciendo así las líneas de acciones números 1.1.1.1, 1.1.2.2, 1.1.2.3 y 1.1.2.5 concernientes al fortalecimiento 

del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SNSP), coadyuvar en la investigación de hechos delictivos entre 

instituciones de los tres órdenes de gobierno de manera pronta y eficaz, así como generar los instrumentos jurídicos 

para la coordinación entre las instituciones de seguridad pública e impartición de justicia de los tres niveles de 

gobierno, en materia de investigación de delitos e incrementar las capacidades para prevenir e investigar las 

conductas delictivas en el ciberespacio”.  

IV.-VALORACIÓN DE LA INICIATIVA 

Con fundamento en las potestades establecidas en el artículo 60 fracción V y VI, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, correlacionada con los artículos 51, 54, 55 y 57 del Reglamento para el Congreso 

del Estado de Morelos, los integrantes de la comisión legislativa procedemos al estudio y análisis en lo general de la 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley para Prevenir, Investigar y Sancionar el Delito de 

Extorsión en el Estado Libre y Soberano de Morelos, para determinar su procedencia o improcedencia.  

Como se establece en la iniciativa: “La Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en Materia 

de Extorsión, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, instaura un marco normativo uniforme para tipificar, perseguir y sancionar la extorsión en todo el territorio 

nacional, así como para definir los mecanismos de coordinación interinstitucional, la distribución de competencias 

entre autoridades federales y locales, y los instrumentos jurídicos para el aseguramiento, administración y destino de 

bienes relacionados con la comisión de este delito; asimismo, fortalece las capacidades del sistema de justicia penal 

mediante la armonización de los procedimientos de investigación, persecución penal y administración de justicia en la 

materia. Este ordenamiento consolida los principios de cooperación, corresponsabilidad y articulación institucional, a 

efecto de garantizar una respuesta eficaz frente a los fenómenos delictivos que afectan la seguridad y la paz social en 

el territorio.” 

Al respecto, el dispositivo transitorio Sexto, establece lo siguiente: En un plazo no mayor a 180 días naturales a 

partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las legislaturas de las entidades federativas procederán a hacer las 

reformas legales para armonizarlas con el presente Decreto. 

Con ello, la presente propuesta de Ley busca que en el Estado de Morelos, se lleve a cabo la armonización de 

la referida Ley General. 
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Sin embargo, respecto del artículo 9 de la Ley para Prevenir, Investigar y Sancionar el Delito de Extorsión en el 

Estado Libre y Soberano de Morelos, la iniciativa propone lo siguiente: 

“Artículo 9. Las autoridades y las instituciones de seguridad pública del Estado deberán brindarse apoyo y 

colaboración recíproca, así como proporcionar e intercambiar la información que resulte necesaria, de manera ágil, 

pronta y expedita, con el objeto de obtener los elementos indispensables para prevenir, investigar, perseguir y 

sancionar el delito de extorsión y los delitos vinculados previstos en los artículos 19, 20, 21, 22, 23 y 24, conforme a 

esta Ley y demás normativa aplicable.” 

Al pretender adicionar que la Ley “… obtener los elementos indispensables para prevenir, investigar, perseguir 

y sancionar el delito de extorsión…”, se convierte en el delito de extorsión, facultad para legislar exclusiva del 

Congreso de la Unión, por lo tanto, resulta así improcedente la propuesta realizada. 

Al respecto de lo anteriormente expuesto, con fecha nueve de octubre de 2025, fue publicada en el Diario 

Oficial de la Federación la reforma al inciso a) de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, que establece como facultad exclusiva del Congreso de la Unión Legislar sobre el delito 

de extorsión, en los términos siguientes: 

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

XXI. Para expedir: 

a) Las leyes generales que establezcan como mínimo, los tipos penales y sus sanciones en las materias de 

secuestro, desaparición forzada de personas, otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, extorsión, 

trata de personas, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, así como electoral.” 

Por lo tanto, de aprobar en sus términos esta parte de su propuesta, se estarían invadiendo facultades 

exclusivas del Congreso de la Unión. 

En cuanto a las demás propuestas, relacionadas con delincuencia organizada, las y los diputados integrantes 

de esta comisión dictaminadora, compartimos la preocupación de la iniciadora respecto a la falta de claridad en los 

artículos restantes que pretende reformar, así como la propuesta de agravar las penas establecidas. 

A mayor abundamiento, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Registro digital: 2029630 Instancia: Plenos Regionales Undécima Época Materias(s): Penal Tesis: PR.P.T.CN. 

J/21 P (11a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 43, Noviembre de 2024, Tomo V, 

Volumen 1, página 751 Tipo: Jurisprudencia 

SECUESTRO EXPRÉS. EL ARTÍCULO 9, FRACCIÓN I, INCISO D), DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR 

Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO QUE LO PREVÉ, EXCLUYE LA POSIBILIDAD DE 

ACREDITAR Y SANCIONAR DE FORMA AUTÓNOMA LOS TIPOS PENALES DE ROBO O EXTORSIÓN. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar si 

es posible que al actualizarse el delito de secuestro exprés previsto en el artículo referido, puede acreditarse en forma 

autónoma el tipo básico de robo. Mientras que uno consideró que aquel delito es un tipo básico que subsume los 

diversos de robo y extorsión y excluye la posibilidad de acreditarlos en forma autónoma, los otros dos consideraron lo 

contrario.  

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con residencia 

en la Ciudad de México, determina que el delito de secuestro exprés previsto en el artículo 9, fracción I, inciso d), de 

la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del 

Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, excluye la posibilidad de acreditar y 

sancionar en forma autónoma los tipos penales de robo o extorsión.  

Justificación: El derecho fundamental a la exacta aplicación de la ley penal reconocido en el tercer párrafo del 

artículo 14 de la Constitución Federal, supone que las personas deben tener pleno conocimiento de cuándo su 

conducta (acción u omisión) daña un bien jurídicamente tutelado y, por tanto, puede ubicarse en la hipótesis de algún 

tipo penal, con la consecuente sanción a la que se harán acreedoras. 

Al legislador le es exigible emitir normas claras, precisas y exactas respecto de la conducta reprochable y de su 

consecuencia jurídica: esta descripción es el tipo penal, el cual debe estar claramente formulado.  

El delito de secuestro exprés es un tipo básico, y basta el simple propósito en el activo de cometer el delito de 

robo o extorsión al  consumarse la privación de la libertad, para que se considere consumado o agotado, es decir, no 

requiere la consumación de los dos últimos delitos, pues el tipo penal no exige que dicho propósito se materialice, por 

lo que debe atenderse de manera literal a su texto, sin emplear algún método para desentrañar su sentido y alcance, 

pues la  intención del legislador quedó plasmada con toda claridad en la norma. 

El delito de secuestro exprés excluye la posibilidad de acreditar y sancionar en forma autónoma los tipos 

penales de robo o extorsión, y señala una punibilidad de 40 a 80 años de prisión, sin que resulte procedente 

aumentarla con la correspondiente a los delitos de robo o extorsión, según sea el caso, pues de lo contrario la 

punibilidad para el delito básico (secuestro exprés) se elevaría e incluso podría ser mayor a la prevista para el delito 

de secuestro agravado previsto en el artículo 10 de la ley mencionada (50 a 90 años de prisión). 
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Considerar además de la pena del delito básico, la imposición de las previstas para los delitos de robo o 

extorsión, en lugar de inhibir al delincuente para que no realice la conducta delictiva haría que optara por realizar una 

mayor, al ser similares las penas impuestas. No obsta que el citado artículo 9 dispone: “Lo anterior, con 

independencia de las demás sanciones que conforme a esta Ley le correspondan por otros delitos que de su 

conducta resulten.”, pues no se refiere a los delitos de robo o extorsión, sino a los previstos en la propia Ley General.  

Ahora bien, respecto del artículo 15 de la Ley para Prevenir, Investigar y Sancionar el Delito de Extorsión en el 

Estado Libre y Soberano de Morelos, la iniciativa propone lo siguiente: 

Artículo 15. Las personas imputadas por la comisión del delito de extorsión estarán sujetas a prisión preventiva 

oficiosa durante el proceso penal, siempre y cuando se le impute también la comisión de cualquiera de las conductas 

agravantes que se encuentran previstas en los artículos 17 y 18 de la Ley General. 

Mediante criterio de Jurisprudencia emitido por la SCJN, al resolver las acciones de inconstitucionalidad 

75/2016, 30/2017, 63/2018 y su acumulada 64/2018, 125/2017 y su acumulada 127/2017, 84/2019 y 61/2022, se ha 

reiterado que las legislaturas locales carecen de facultades para regular cuestiones relativas a la prisión preventiva 

oficiosa, por tanto, resulta improcedente esta parte de la propuesta. 

En cuanto al resto de la propuesta de Ley, las y los diputados que integramos la Comisión de Puntos 

Constitucionales y Legislación, coincidimos con la iniciadora de plasmar en un dispositivo jurídico de manera clara, 

las facultades y atribuciones que tienen las autoridades estatales en la prevención, investigación y sanción en el delito 

de extorsión.  

ANÁLISIS DE PROCEDENCIA 

Por lo tanto, esta comisión dictaminadora considera procedente la propuesta de la presente iniciativa por la que 

se Expide la Ley para Prevenir, Investigar y Sancionar el Delito de Extorsión en el Estado Libre y Soberano de 

Morelos. 

V. IMPACTO PRESUPUESTAL.  

De conformidad con lo previsto en la reforma al artículo 43 de la Constitución Local, mediante la publicación del 

Decreto número mil ochocientos treinta y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, número 5487, el 07 de 

abril de 2017, en el que se estableció que las Comisiones encargadas del estudio de la iniciativa, en la elaboración de 

los dictámenes con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación sobre el impacto presupuestario del mismo, 

debe estimarse que dicha disposición deviene del contenido del artículo 16  de la Ley de Disciplina Financiera de las 

Entidades Federativas y los Municipios, que tiene como objetivos el incentivar la responsabilidad hacendaria y 

financiera para promover una gestión responsable y sostenible de las finanzas públicas y fomentar su estabilidad, con 

política de gasto con planeación desde la entrada en vigor de la legislación para no ejercer gasto que no se 

contemple en el presupuesto, mediante la contención del crecimiento del gasto en servicios personales, consolidando 

el gasto eficiente que limite el crecimiento del gasto de nómina. 

La puesta en marcha de la Ley para Prevenir, Investigar y Sancionar el Delito de Extorsión en el Estado Libre y 

Soberano de Morelos conlleva un impacto presupuestal significativo, principalmente para la Fiscalía General del 

Estado de Morelos y la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana. Es importante destacar que el Presupuesto 

de Egresos para el Ejercicio 2026 ya contempla incrementos sustanciales para ambos organismos, lo cual tiene como 

objetivo cubrir las necesidades derivadas de la aplicación de la nueva legislación. 

 Para la Fiscalía General del Estado de Morelos, se aprobó un aumento cercano a los 60 millones de pesos 

respecto al presupuesto del ejercicio 2025. 

 En el caso de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, el presupuesto para 2026 se aprobó 

también un aumento sustancial, reflejando la prioridad de fortalecer las capacidades institucionales para atender las 

nuevas obligaciones establecidas por la Ley. 

Por lo tanto, los incrementos presupuestales aprobados para el ejercicio fiscal 2026 permitirán absorber los 

gastos excedentes que genere la aplicación de la presente Ley en este año, asegurando que los recursos sean 

suficientes para cumplir con las disposiciones legales y operativas establecidas. 

Respecto del ejercicio fiscal de 2027, este Congreso deberá de considerar los aumentos a los presupuestos de 

esas dependencias para cumplir con una segunda fase de la implementación de la Ley. 

Por lo anterior y con fundamento en las atribuciones conferidas en los artículos 53, 55, 60 fracción V y VI de la 

Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; 51, 54 fracción I, 61 y 104 fracción III del Reglamento para el 

Congreso del Estado de Morelos, los integrantes de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación de la LVI 

Legislatura dictaminan parcialmente, en SENTIDO POSITIVO, la Iniciativa con Proyecto de decreto por el que se 

Expide la Ley para Prevenir, Investigar y Sancionar el Delito de Extorsión en el Estado Libre y Soberano de Morelos; 

toda vez que del estudio y análisis de la iniciativa citada se encontró procedente…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a bien 

expedir la siguiente: 
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ARTÍCULO ÚNICO. Se expide la Ley para Prevenir, Investigar y Sancionar el Delito de Extorsión en el Estado 

Libre y Soberano de Morelos, para quedar como a continuación se indica:   

LEY PARA PREVENIR, INVESTIGAR Y SANCIONAR EL DELITO DE EXTORSIÓN EN EL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE MORELOS.  

CAPÍTULO PRIMERO 

DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en el territorio del 

Estado de Libre y Soberano de Morelos, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General para Prevenir, Investigar 

y Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 2. La presente Ley tiene por objeto establecer: 

I. Las obligaciones y formas de coordinación entre las autoridades del Estado para la prevención, investigación, 

persecución y sanción del delito de extorsión y los delitos vinculados previstos en los artículos 19, 20, 21, 22, 23 y 24 

de la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión, Reglamentaria de la 

fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Las reglas, procedimientos y previsiones mínimas para la investigación, persecución, sanción y ejecución 

penal del delito de extorsión, y 

III. Las acciones, programas y políticas transversales e interinstitucionales que las autoridades del Estado 

deben implementar para la prevención efectiva del delito de extorsión.  

Artículo 3. Las autoridades del Estado encargadas de la interpretación, aplicación, diseño, implementación y 

definición de las acciones necesarias para el cumplimiento de la presente Ley actuarán con pleno respeto de los 

derechos humanos y se sujetarán a los principios de perspectiva de género, interculturalidad, interseccionalidad, del 

adulto mayor, del interés superior de la niñez, las adolescencias y de no revictimización, así como a las directrices 

mínimas siguientes: 

I. Respetar la dignidad humana de las víctimas y de las o los ofendidos; 

II. Conducir sus actuaciones de conformidad con el principio de igualdad y no discriminación; 

III. Actuar sin distinción, exclusión o restricción ejercida por razón de sexo, origen étnico, social o nacional, 

lengua, religión, opiniones políticas, ideológicas o de cualquier otro tipo, género, edad, preferencia u orientación 

sexual, estado civil, condiciones económicas o de salud, pertenencia a una minoría nacional, patrimonio o 

discapacidad, o cualquier otra que tenga por objeto o efecto impedir o anular el reconocimiento, ejercicio o la 

prestación de los derechos, las prerrogativas, los servicios y beneficios reconocidos en esta Ley; 

IV. Actuar de forma inmediata, oportuna, eficiente, eficaz y responsable ante los hechos que pudieran constituir 

el delito de extorsión o los delitos vinculados previstos en los artículos 19, 20, 21, 22, 23 y 24 de la Ley General para 

Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

V. Garantizar el desarrollo de las investigaciones y los procesos penales de manera autónoma, independiente, 

inmediata, imparcial, eficaz, oportuna, exhaustiva y profesional; 

VI. Considerar las características, el contexto y las circunstancias de las situaciones particulares de la comisión 

del delito, así como el lugar o la región en el que acontezca; 

VII. Evitar conductas que propicien, en cualquier forma, la revictimización o criminalización de las víctimas y las 

o los ofendidos, y 

VIII. Ejecutar las acciones que correspondan para la reparación integral del daño. 

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Código Nacional, al Código Nacional de Procedimientos Penales; 

II. Delito de extorsión, al delito previsto en el artículo 15 de la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar 

los Delitos en Materia de Extorsión, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 

III. Estado, al Estado Libre y Soberano de Morelos; 

IV. Fiscalía, a la Fiscalía General del Estado de Morelos; 

V. Instituciones de Seguridad Pública del Estado, a las instituciones policiales, del sistema penitenciario y 

demás instituciones encargadas de la seguridad pública en el Estado; 

VI. Ley, al presente instrumento; 

VII. Ley General, a la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión, 

Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

VIII. Secretaría, a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Poder Ejecutivo Estatal, y 

IX. Secretaría de Seguridad Federal, a la Secretaría del ramo de Seguridad del Gobierno Federal. 
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Artículo 5. En todo lo no previsto en la presente Ley, serán aplicables de manera supletoria la Ley General, el 

Código Nacional, la Ley Nacional de Ejecución Penal y la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Artículo 6. Todas las autoridades del Estado, en el ámbito de sus respectivas competencias, están obligadas a 

prevenir, investigar, perseguir y sancionar el delito de extorsión que se encuentra previsto en la Ley General, en los 

términos previstos por dicha legislación general. 

Artículo 7. El delito de extorsión y los delitos vinculados previstos en los artículos 19, 20, 21, 22, 23 y 24 de la 

Ley General se investigarán y perseguirán de oficio. 

Artículo 8. La investigación, persecución y sanción del delito de extorsión estará a cargo de las autoridades del 

Estado siempre y cuando no se actualice ninguno de los supuestos previstos en el artículo 8 de la Ley General. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

DE LA COORDINACIÓN Y COOPERACIÓN 

Artículo 9. La Fiscalía deberá coordinarse con las fiscalías o procuradurías de las demás entidades federativas, 

así como con la Fiscalía General de la República para: 

I. Fortalecer el combate de los delitos previstos en la Ley General; 

II. Prestar y recibir asistencia para la prevención, investigación y persecución de los delitos previstos en la Ley 

General; 

III. Aprovechar los sistemas de formación, actualización, capacitación y profesionalización del personal 

ministerial, policial y pericial con los que cuenten; 

IV. Facilitar la cooperación e intercambio de información; 

V. Fomentar la participación de la comunidad y de instituciones académicas, y  

VI. Las demás que se establezcan en esta Ley y en otras disposiciones aplicables. 

Artículo 10. Las Instituciones de Seguridad Pública del Estado, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

deberán organizarse y coordinarse para: 

I. Implementar medios tecnológicos, informáticos y de inteligencia para la prevención, investigación y 

persecución del delito de extorsión; 

II. Planear, diseñar y ejecutar acciones y operativos conjuntos; 

III. Autorizar la participación de los cuerpos periciales que tengan adscritos; 

IV. Aprovechar los modelos e instancias de coordinación con la Federación, de conformidad con lo dispuesto 

en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 

V. Analizar, a través de la Mesa de Paz del Estado, los datos relacionados con el delito de extorsión, como la 

incidencia por región, zona y municipio, modalidades y demás información que se considere necesaria con el fin de 

ejecutar y focalizar las acciones operativas que resulten necesarias, y comunicar dicha información con el Gabinete 

Federal de Seguridad Pública, y 

VI. Desarrollar campañas de difusión dirigidas a sensibilizar y prevenir a la población acerca de las 

modalidades del delito de extorsión, así como emitir medidas de autocuidado para evitar ser víctima de este delito. 

Artículo 11. Para la investigación de las conductas previstas en esta Ley, la Fiscalía contará con una unidad 

integrada por ministerios públicos, policías y analistas capacitados, evaluados, certificados y especializados en 

materia de extorsión, de conformidad con los criterios que establezca el Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

CAPÍTULO TERCERO 

DE LAS PREVISIONES PARA LA INVESTIGACIÓN, PERSECUCIÓN, SANCIÓN Y EJECUCIÓN PENAL 

Artículo 12. Una vez que se tenga conocimiento de la probable comisión del delito de extorsión, las autoridades 

competentes, conforme lo dispuesto en el Código Nacional, deberán llevar a cabo las acciones previstas en la Ley 

General. 

Artículo 13. Además de las medidas cautelares contempladas en el Código Nacional, la persona juzgadora 

podrá imponer a la persona imputada la prohibición de contactar o comunicarse con la víctima, ofendido, testigos, 

empleando cualquier medio de comunicación, sistemas, equipos informáticos o medios digitales. 

Estas medidas cautelares tendrán una revisión oficiosa trimestral por parte de la persona juzgadora, en los 

términos previstos en los artículos 161 a 164 del Código Nacional. 
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Artículo 14. Para la individualización de la pena, además de lo contemplado en la normativa aplicable por el 

delito de extorsión y los delitos vinculados previstos en los artículos 19, 20, 21, 22, 23 y 24 de la Ley General, deberá 

tomarse en consideración los elementos siguientes: 

I. La duración de la conducta; 

II. La afectación a su salud física, psicológica y mental, provocada por la comisión del delito y las secuelas en la 

víctima; 

III. Los medios comisivos empleados; 

IV. La edad de la víctima; 

V. Juzgar con perspectiva de género, de infancia y adolescencia, de persona mayor y la que corresponda, 

atendiendo a las condiciones de vulnerabilidad de la víctima, y 

VI. Las circunstancias y el contexto de la comisión de la conducta. 

Artículo 15. El hecho probado de la comisión del delito de extorsión y sus agravantes, cometido por medio de 

telefonía celular proveniente de un centro penitenciario del Estado, será considerado para la aplicación de la sanción 

disciplinaria de restricción temporal del tránsito en el interior del centro penitenciario, la prohibición temporal del uso 

de aparatos electrónicos públicos o el aislamiento temporal, en los términos previstos en la Ley Nacional de Ejecución 

Penal. 

Artículo 16. Las personas titulares de los centros penitenciarios del Estado deberán tomar las medidas 

necesarias a fin de que las personas sentenciadas por el delito de extorsión no tengan acceso a medios digitales 

como teléfonos celulares, tabletas o computadoras. 

Artículo 17. Los centros penitenciarios del Estado deberán establecer, conforme a las disposiciones aplicables, 

los procedimientos y las tecnologías correspondientes para inhibir la entrada y salida de llamadas de telefonía celular, 

de radiocomunicación, de transmisión de voz, datos o imagen, dentro de su perímetro. 

El incumplimiento del presente artículo se considerará como una falta grave en materia de responsabilidades 

administrativas, con independencia del delito en que pudiera incurrir. 

CAPÍTULO CUARTO 

DE LA PREVENCIÓN 

Artículo 18. Las autoridades encargadas de diseñar, implementar y evaluar programas, políticas y acciones 

para la prevención del delito de extorsión deberán colaborar, cooperar y coordinarse entre sí para el cumplimiento de 

los objetivos previstos en la presente Ley y la Ley General. Asimismo, impulsarán espacios de diálogo en los que se 

promueva la colaboración con instituciones públicas, privadas y sociales en el Estado, en materia de prevención del 

delito de extorsión. 

Las autoridades a las que se refiere el párrafo anterior se asegurarán de que su personal se encuentre 

debidamente capacitado en la materia. 

Las Instituciones de Seguridad Pública, de procuración y de administración de justicia del Estado, en el ámbito 

de sus respectivas competencias, estarán obligadas a desarrollar proactivamente sus funciones para evitar la 

comisión del delito de extorsión, asegurar que las personas no sean víctimas de este y que tengan acceso a los 

derechos y garantías que la Ley General y la presente Ley reconocen. 

Artículo 19. Todas las autoridades del Estado que ejerzan atribuciones en materia de prevención de las 

violencias y del delito, deberán adoptar las acciones necesarias para priorizar la prevención del delito de extorsión en 

el ámbito de sus respectivas competencias. Asimismo, deberán implementar las estrategias y acciones que se 

establezcan en la Estrategia Nacional a cargo de la Federación con los recursos financieros, humanos e 

institucionales con los que cuenten. 

De igual manera, estarán obligadas a brindar asesoría y orientación inmediata a las personas que lo requieran 

por hechos en desarrollo, cuya intervención evite que se consume el delito de extorsión en su contra, con 

independencia de las acciones de investigación y persecución que correspondan. 

Artículo 20. La Secretaría deberá establecer coordinación con el Centro de Atención a Denuncias por el Delito 

de Extorsión a cargo de la Secretaría de Seguridad Federal, a fin de homologar los mecanismos y los procedimientos 

necesarios para la recepción, registro, canalización, atención y seguimiento de las denuncias por la posible comisión 

del delito de extorsión, así como fortalecer los mecanismos de vinculación con la ciudadanía para orientar e informar 

a la población de las acciones que deben realizarse para la prevención de este delito. 
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Artículo 21. La Secretaría formulará y coordinará la Estrategia Estatal para Prevenir y Combatir el Delito de 

Extorsión, misma que deberá ajustarse a los contenidos mínimos de la Estrategia Nacional a cargo de la Federación. 

Para su elaboración, la Secretaría podrá solicitar información y colaboración a las Instituciones de Seguridad 

Pública del Estado, a la Fiscalía, a la Fiscalía General de la República, así como a todas aquellas autoridades que 

cuenten con atribuciones vinculadas a los propósitos contenidos en dichas estrategias. 

Artículo 22. La Estrategia Estatal para Prevenir y Combatir el Delito de Extorsión tendrá, como mínimo, los 

siguientes objetivos: 

I. Disuadir oportunamente la comisión del delito de extorsión mediante la implementación, entre otros 

mecanismos, de campañas permanentes de información y prevención dirigidas a la ciudadanía; 

II. Identificar, visibilizar y reducir los factores de riesgo que favorecen la comisión del delito de extorsión; 

III. Impedir que las personas resulten ser víctimas del delito de extorsión; 

IV. Generar información de valor sobre patrones de operación, para su aprovechamiento de las unidades 

encargadas de investigar y perseguir el delito de extorsión; 

V. Definir metas, líneas de acción y plazos cuantificables para el seguimiento y evaluación de la Estrategia que 

permitan medir su eficacia y los resultados alcanzados, asegurando la rendición de cuentas y transparencia, y 

VI. Definir acciones de coordinación y colaboración con la Secretaría de Seguridad Federal y la Fiscalía 

General de la República. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase la presente Ley a la Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal, para los efectos de lo 

dispuesto por los artículos 44, 47 y 70, fracción XVII, inciso a), de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos. 

SEGUNDA. La presente Ley entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 

“Tierra y Libertad”, órgano de difusión oficial del Gobierno del Estado de Morelos. 

TERCERA. Se derogan todas las disposiciones de igual o menor rango que se opongan a lo establecido en la 

presente Ley. 

CUARTA. En un término no mayor a 180 días hábiles, contados a partir de la entrada en vigor de la presente 

Ley, se deberá expedir el Reglamento correspondiente. 

QUINTA. En un plazo no mayor a 90 días hábiles, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, 

la Fiscalía General del Estado de Morelos deberá realizar las adecuaciones correspondientes a su normativa y 

estructura orgánica, a efecto de contar con la Unidad Especializada de Combate al Delito de Extorsión, con la 

finalidad de dar cumplimiento a las disposiciones generales y demás normativa aplicable.  

SEXTA. La Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Poder Ejecutivo Estatal contará con 90 días 

hábiles, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, para emitir la Estrategia Estatal para Prevenir y 

Combatir el Delito de Extorsión. 

SÉPTIMA. La Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal, está facultada para interpretar las disposiciones del 

presente instrumento para efectos administrativos. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión Ordinaria de Pleno del día veinte de mayo de dos mil 

veintiséis. 

Diputada y Diputados integrantes de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. Isaac 
Pimentel Mejía, presidente. Dip. Guillermina Maya Rendón, secretaria. Dip. Alberto Sánchez Ortega, secretario. 
Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia del 

Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los veintisiete 

días del mes de mayo del dos mil veintiséis. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

SECRETARIO DE GOBIERNO 

EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS.
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Al margen superior izquierdo un logotipo que dice: CAMPO.- SECRETARÍA DE DESARROLLO 
AGROPECUARIO. 

ACUERDO DE CREACIÓN, INTEGRACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL GRUPO INTERDISCIPLINARIO DE 
ARCHIVOS DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO AGROPECUARIO 

MARGARITA MARÍA GALEANA TORRES, SECRETARIA DE DESARROLLO AGROPECUARIO DEL PODER 
EJECUTIVO ESTATAL, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 2, 40, 42 fracción I y 43 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 1 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos, en correlación a los artículos 9 fracción V, 15 y 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el 
Estado Libre y Soberano de Morelos; artículos 11 fracción V, 50, 51, 52 y 54 de la Ley General de Archivos; artículos 
5, 7, 14, 15, 17, 22 y 26 de la Ley Estatal de Documentación y Archivos de Morelos y artículos 2, 4, 5, 7 y 8 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario del Poder Ejecutivo Estatal. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La adecuada gestión documental constituye un elemento indispensable para el funcionamiento eficiente de la 

Administración Pública, al permitir la organización, control, conservación y disponibilidad de la información generada 
en el ejercicio de las atribuciones institucionales, así como garantizar los principios de transparencia, rendición de 
cuentas y preservación de la memoria documental. 

En términos de lo dispuesto por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Morelos, toda persona servidora pública que genere, administre, archive o resguarde información pública es 
responsable de la misma y se encuentra obligada a facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información, lo cual 
exige que los documentos se encuentren debidamente organizados y sistematizados. 

Por su parte, la Ley General de Archivos establece la obligación de los sujetos obligados de implementar un 
Sistema Institucional de Archivos, así como de integrar un Grupo Interdisciplinario, como instancia técnica encargada 
de coadyuvar en los procesos de valoración documental, determinación de valores, vigencias documentales y 
disposición final de los archivos. 

Asimismo, la Ley Estatal de Documentación y Archivos de Morelos dispone que las entidades públicas deberán 
contar con un Área Coordinadora de Archivos, responsable de promover la correcta administración de los 
documentos, así como de establecer los mecanismos necesarios para su organización, conservación y control, bajo 
criterios técnicos y normativos homologados. 

En concordancia con lo anterior, los Lineamientos Generales para la aplicación de la Ley Estatal de 
Documentación y Archivos de Morelos, establecen la necesidad de formalizar las estructuras responsables de la 
función archivística, así como de implementar mecanismos colegiados que fortalezcan la toma de decisiones en 
materia de gestión documental. 

En ese contexto, la Secretaría de Desarrollo Agropecuario, en el ejercicio de sus atribuciones, genera y 
administra información relacionada con programas, apoyos, políticas públicas, desarrollo rural, sanidad e impulso 
agropecuario, así como acciones de coordinación institucional, lo que implica la producción constante de 
documentación que debe ser organizada, valorada, conservada y, en su caso, depurada conforme a la normativa 
aplicable. 

Por ello, resulta necesario contar con un Grupo Interdisciplinario de Archivos que permita analizar de manera 
integral los procesos que dan origen a la documentación institucional, mediante la participación coordinada de las 
unidades administrativas competentes, a fin de establecer criterios técnicos homogéneos para la valoración 
documental y asegurar una adecuada administración de los archivos. 

La integración de dicho órgano colegiado contribuirá a fortalecer el Sistema Institucional de Archivos de la 
Secretaría, garantizando el cumplimiento de las disposiciones legales en la materia, así como la correcta gestión, 
conservación y, en su caso, disposición final de los documentos, bajo los principios de legalidad, eficiencia, 
transparencia y control administrativo. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se emite el siguiente: 
ACUERDO DE CREACIÓN, INTEGRACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL GRUPO INTERDISCIPLINARIO DE 

ARCHIVOS DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO AGROPECUARIO 
TÍTULO ÚNICO 

CREACIÓN, INTEGRACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL GRUPO INTERDISCIPLINARIO DE ARCHIVOS 
Artículo 1. El presente Acuerdo tiene por objeto crear el Grupo Interdisciplinario de Archivos de la Secretaría de 

Desarrollo Agropecuario, como una instancia colegiada de carácter permanente, así como establecer su integración y 
regular el funcionamiento. 

Artículo 2. El Grupo Interdisciplinario tiene como finalidad apoyar técnicamente la valoración documental, 
mediante el análisis de los procesos institucionales que dan origen a la documentación, a efecto de coadyuvar en la 
determinación de valores documentales, vigencias, plazos de conservación y disposición documental. 

Artículo 3. El Grupo Interdisciplinario ejercerá sus funciones bajo los principios de legalidad, eficiencia, 
conservación, integridad documental, transparencia y acceso a la información. 

Artículo 4. El presente Acuerdo es de observancia obligatoria para las Unidades Administrativas de la 
Secretaría de Desarrollo Agropecuario, así como para las personas integrantes del Grupo Interdisciplinario de 
Archivos. 

Artículo 5. Para efectos del presente Acuerdo, se entenderá por: 
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I. Archivo: Conjunto orgánico de documentos físicos, que son producidos o recibidos en el ejercicio de las 
atribuciones por las diferentes Unidades Administrativas de la Secretaría; 

II. Baja documental: eliminación de aquella documentación que haya prescrito en sus valores administrativos, 
legales, fiscales o contables y que no contenga valores históricos; 

III. CADIDO: Catálogo de disposición documental, que se trata del registro general y sistemático que establece 
los valores documentales, los plazos de conservación, la vigencia documental, la clasificación de reserva o 
confidencialidad de los expedientes y fondo, sección, subsección, serie de un archivo y la determinación de su 
destino final al término de sus vigencias; 

IV. CGCA: Cuadro General de Clasificación Archivística: instrumento técnico que refleja la estructura del 
archivo con base en las atribuciones y funciones de la Secretaría; 

V. Grupo Interdisciplinario: Grupo Interdisciplinario de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario del Poder 
Ejecutivo Estatal; 

VI. Plazo de conservación: Periodo de guarda de la documentación en los archivos de: operativo, trámite, de 
concentración e histórico. Consiste en la combinación de la vigencia documental, el término precautorio, el periodo de 
reserva, en su caso, y los periodos adicionales que se establezcan; 

VII. Secretaría: Secretaría de Desarrollo Agropecuario del Poder Ejecutivo Estatal; 
VIII. Valor documental: Condición de los documentos que les confiere características administrativas, legales, 

fiscales o contables en los archivos operativos, de trámite o concentración (valores primarios), o bien, evidenciales, 
testimoniales e informativos en los archivos históricos (valores secundarios); y  

IX. Valoración: Actividad que consiste en el análisis e identificación de los valores documentales para 
establecer criterios de vigencia, de disposición y acciones de transferencia; y  

X. Unidades Administrativas, a las que integran la Secretaría. 
Artículo 6. El Grupo Interdisciplinario se integra por: 
I. La persona titular de la Secretaría, quien lo presidirá y quien contará con voto de calidad en caso de empate; 
II. La persona responsable del Área Coordinadora de Archivos, quien fungirá como Secretaría Técnica y 

contará con derecho a voz, pero no a voto; 
III. Las personas titulares de las Unidades Administrativas, que contarán con derecho a voz y voto, y 
IV. Las personas invitadas que determine, de manera eventual, especialistas externos o personas servidoras 

públicas convocadas por su experiencia técnica para el análisis de asuntos específicos; en ambos casos, contarán 
únicamente con derecho a voz. 

Las personas integrantes podrán designar suplentes mediante oficio. El cargo será honorífico, por lo que no se 
otorgará retribución alguna. En el supuesto de que una persona designada como representante sea, a su vez, 
integrante del Grupo Interdisciplinario, deberá designarse a la persona que la supla, a fin de evitar la concentración de 
votos en una sola persona. 

Artículo 7. El Grupo Interdisciplinario de Archivos formará parte del Sistema Institucional de Archivos de la 
Secretaría de Desarrollo Agropecuario, como instancia técnica de apoyo en materia de valoración documental y 
disposición documental. 

Artículo 8. El Grupo Interdisciplinario tendrá, de manera enunciativa más no limitativa, las siguientes 
atribuciones: 

I. Analizar y emitir opinión técnica sobre los procesos de valoración documental;  
II. Conocer, revisar y dictaminar las propuestas de depuración y baja documental;  
III. Confirmar los valores documentales administrativos, legales, fiscales y, en su caso, históricos de la 

documentación;  
IV. Aprobar los dictámenes y catálogos de transferencia primaria y secundaria, así como la transferencia del 

archivo de concentración al archivo histórico;  
V. Emitir el dictamen de depuración con base en el CADIDO; 
VI. Conocer, analizar y dar seguimiento al Programa Anual de Desarrollo Archivístico y a sus informes de 

avance;  
VII. Emitir recomendaciones técnicas para mejorar la organización, conservación y control de los archivos;  
VIII. Conocer los criterios, políticas y medidas técnicas que emita el Área Coordinadora de Archivos;  
IX. Validar los instrumentos de control archivístico, incluyendo el Cuadro General de Clasificación Archivística y 

el Catálogo de Disposición Documental; 
X. Opinar sobre la clasificación de la información en materia de reserva y confidencialidad, en coordinación con 

la Unidad de Transparencia; 
XI. Coadyuvar en la definición de criterios para la digitalización, conservación y preservación documental; y 
XII. Las demás que se deriven de la normativa aplicable. 
Artículo 9. En la emisión de opiniones técnicas y dictámenes, el Grupo Interdisciplinario observará, al menos, 

los siguientes criterios: 
I. Procedencia, atendiendo al nivel jerárquico y funciones del área productora; 
II. Orden original, garantizando la integridad de secciones y series documentales; 
III. Diplomático, considerando estructura, contexto y formalidad del documento; 
IV. Contexto institucional, vinculado con atribuciones, programas y funciones; 
V. Contenido informativo, privilegiando documentos esenciales o exclusivos; y 
VI. Utilización y demanda, considerando frecuencia de consulta y estado de conservación. 
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Artículo 10. El Grupo Interdisciplinario sesionará de manera ordinaria al menos dos veces al año y de forma 
extraordinaria cuando la naturaleza de los asuntos lo requiera. 

Artículo 11. Las convocatorias serán emitidas por la Secretaría Técnica y deberán contener: 
I. Tipo y número de sesión; 
II. Fecha, hora, lugar y modalidad; 
III. Orden del día, y 
IV. Documentación soporte. 
Tratándose de sesiones ordinarias, se notificarán con al menos cinco días hábiles de anticipación; las 

extraordinarias, con al menos veinticuatro horas. 
Artículo 12. Existirá quórum legal con la asistencia de la mitad más uno de las personas integrantes con 

derecho a voto. En caso de no reunirse el quórum, la Presidencia diferirá la sesión y ordenará nueva convocatoria. 
Artículo 13. Las sesiones se desarrollarán conforme al siguiente orden: 
I. Lista de asistencia; 
II. Declaración de quórum; 
III. Aprobación del orden del día; 
IV. Análisis de asuntos; 
V. Aprobación de acuerdos; 
VI. Asuntos generales; 
VII. Clausura. 
Artículo 14. Las decisiones se adoptarán por mayoría simple de votos de las personas integrantes presentes y 

los acuerdos serán obligatorios para las Unidades Administrativas. En caso de empate, la Presidencia ejercerá el voto 
de calidad. 

Las Unidades Administrativas deberán dar cumplimiento a los acuerdos adoptados por el Grupo 
Interdisciplinario dentro de los plazos establecidos, siendo responsables de su ejecución 

Artículo 15. De cada sesión se levantará acta circunstanciada que contendrá: 
I. Tipo de sesión; 
II. Fecha y modalidad; 
III. Lista de asistencia; 
IV. Orden del día; 
V. Síntesis de los asuntos; 
VI. Acuerdos adoptados, y 
VII. Sentido de la votación. 
El acta deberá aprobarse dentro de los diez días hábiles siguientes. 
Artículo 16. El Grupo Interdisciplinario podrá sesionar de manera presencial o mediante herramientas 

tecnológicas que permitan la comunicación simultánea. 
Artículo 17. La Secretaría Técnica tendrá las siguientes funciones: 
I. Convocar a las sesiones; 
II. Elaborar el orden del día; 
III. Integrar y distribuir la documentación soporte; 
IV. Levantar y resguardar las actas; 
V. Dar seguimiento a los acuerdos; y 
VI. Llevar el control documental del Grupo Interdisciplinario. 
Artículo 18. El Área Coordinadora de Archivos será responsable de: 
I. Presentar los asuntos al Grupo Interdisciplinario; 
II. Someter propuestas de valoración, transferencia y baja documental; 
III. Dar seguimiento a los acuerdos, y 
IV. Integrar y resguardar la documentación generada. 
Artículo 18. El Grupo Interdisciplinario podrá solicitar asesoría técnica especializada o establecer mecanismos 

de colaboración con instituciones académicas o de investigación. 
Artículo 20. La documentación que emita el Grupo Interdisciplinario se sujetará a la normativa aplicable en 

materia de archivos, transparencia y acceso a la información. 
Artículo 21. La interpretación del presente Acuerdo para efectos administrativos corresponderá al Grupo 

Interdisciplinario. 
Artículo 22. El incumplimiento de las disposiciones del presente Acuerdo será sancionado conforme a la 

normativa aplicable en materia de responsabilidades administrativas. 
TRANSITORIOS 

PRIMERO.  El presente Acuerdo entrará en vigor al día hábil siguiente de su publicación oficial en el Periódico 
“Tierra y Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado de Morelos. 

SEGUNDO. El Grupo Interdisciplinario deberá instalarse en un plazo no mayor a 30 días hábiles posteriores a 
la entrada en vigor del presente Acuerdo. 

En la ciudad de Cuernavaca, Morelos, a 30 de marzo de 2026.- La Secretaría de Desarrollo Agropecuario del 
Poder Ejecutivo Estatal, Margarita María Galeana Torres. –Rúbrica. 
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AVISO 

AL PÚBLICO EN GENERAL 
Se comunica al público en general que para la publicación de documentos en el 

Periódico Oficial “Tierra y Libertad”,  se deberá cumplir con lo establecido en el Reglamento del Periódico Oficial para 
el Estado Libre y Soberano de Morelos.  

INDICADOR DE PRECIOS: 
De acuerdo al artículo 120 de la Ley General de Hacienda del Estado, los precios a pagar por publicaciones en 

el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, son los siguientes: 

 
REQUISITOS PARA LA INSERCIÓN DE DOCUMENTOS A PUBLICAR PARA EL PODER LEGISLATIVO, 

JUDICIAL Y EJECUTIVO A TRAVES DE SUS DEPENDENCIAS 
 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, solicitando la publicación, con copia 

al Subdirector del Periódico Oficial. 
 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 
 C.D. o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 
 Dictamen de la Comisión de Mejora Regulatoria, o la exención del mismo, conforme al artículo 81 de la Ley 

de Mejora Regulatoria para el Estado de Morelos. (No aplica para el Poder Legislativo y Judicial; así como 
organismos autónomos y particulares). 

 Realizar el pago de derechos de la publicación en el kiosco electrónico, ubicado en Palacio de Gobierno; 
oficina de telégrafos o bancos autorizados. 

 En el caso de Organismos se deberá presentar original o copia certificada del acta en la que se aprobó el 
documento a publicar. 

 El documento original y versión electrónica se deberá presentar en la Secretaría de Gobierno. 
 La copia del documento y el C. D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas S/N, primer piso de la Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, 
C.P. 62000.  

LEY GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE MORELOS 
ART. 120 

 
Fracción II.    DEL PERIÓDICO OFICIAL "TIERRA Y LIBERTAD": TARIFA EN 

UMA 
A) VENTA DE EJEMPLARES: 

1. 
SUSCRIPCIÓN SEMESTRAL 
1.1 EDICIÓN IMPRESA 5.50 
1.2 EDICIÓN ELECTRÓNICA 5.50 

2. 
SUSCRIPCIÓN ANUAL: 
2.1 EDICIÓN IMPRESA 10.50 
2.2 EDICIÓN ELECTRÓNICA 10.50 

3. EJEMPLAR DE LA FECHA: 0.15 
4. EJEMPLAR ATRASADO DEL AÑO EN CURSO: 0.30 
5. EJEMPLAR DE AÑOS ANTERIORES: 0.40 

6. 
EJEMPLAR DE EDICIÓN ESPECIAL POR LA PUBLICACIÓN DE LEYES O 
REGLAMENTOS E ÍNDICE ANUAL: 

1.00 

7. EDICIÓN ESPECIAL DE CÓDIGOS: 2.50 
8. PERIÓDICO OFICIAL EN DISCO COMPACTO: 1.00 
9. COLECCIÓN ANUAL: 15.00 

B) 
INSERCIONES: PUBLICACIONES ESPECIALES, EDICTOS, LICITACIONES, CONVOCATORIAS, AVISOS Y 
OTROS QUE SE AUTORICEN: 

1. 

DE LAS ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, ESTATAL O 
MUNICIPAL Y AUTORIDADES JUDICIALES: 

 

1.1. POR CADA PALABRA Y NO MÁS DE $ 1,030.00 POR PLANA: 0.01 
1.2. POR CADA PLANA: 14.50 

2. 
DE PARTICULARES:  
2.1. POR CADA PALABRA Y NO MÁS DE $1,030.00 POR PLANA: 0.05 
2.2. POR CADA PLANA: 14.50 
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EN EL CASO DE AYUNTAMIENTOS: 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, 

solicitando la publicación, con copia de conocimiento al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D. o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Acta de Cabildo de fecha correspondiente a la aprobación del documento a publicar, debidamente certificada. 

 Dictamen de la Comisión de Mejora Regulatoria, o la exención del mismo, conforme al artículo 81 de la Ley 

de Mejora Regulatoria para el Estado de Morelos. 

 Realizar el pago de derechos de la publicación. 

 El documento original deberá presentarse en la Secretaría de Gobierno. 

 La copia del documento y el C. D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas S/N, primer piso de la Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, 

C.P. 62000. 

 Original o copia certificada del acta de Cabildo debidamente firmada. 

TRÁMITES DE PARTICULARES: 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, solicitando la publicación, con copia 

de conocimiento al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D., o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Realizar el pago de derechos de la publicación. 

 El documento original deberá presentarse en la Secretaría de Gobierno. 

 La copia del documento y el C.D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas s/n, primer piso, Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, C.P. 

62000. 

MEDIO DE INFORMACIÓN: 

Teléfono para dudas sobre el trámite de publicación: 3-29-22-00, Ext. 1353. 

LAS PUBLICACIONES SE PROGRAMARÁN DE LA SIGUIENTE MANERA: 

Para la publicación en la edición ordinaria de cada miércoles de aquellos documentos que cumplan los 

requisitos establecidos, se deberán recibir a más tardar el día viernes de la semana anterior, debiendo acreditar su 

pago a más tardar el día lunes de la semana en la que se deberá realizar la publicación. 
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